Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 45 minutos.) 


-Corresponde ingresar al primer punto del Orden del Día: “Tráfico ilícito de armas”. Sobre este 
tema, tenemos en consideración el proyecto sustitutivo que presentamos los Senadores del oficialismo 
a finales de diciembre. 


A efectos de que expongan su opinión al respecto, estamos recibiendo con mucho gusto al 
doctor Martín Caubarrere, representante de la Federación Uruguaya de Tiro Práctico; al señor Julio 
Lestido, representante de la Asociación de Coleccionistas de Armas y Municiones del Uruguay; al 
ingeniero Ariel Nieto, representante del Club Uruguayo de Tiro; al doctor Raúl Cervini, Catedrático del 
Departamento Penal de la Universidad Católica, y al señor Juan Giménez, representante de la 
Asociación de Coleccionistas de Armas y Municiones del Uruguay, quienes nos han acercado un 
proyecto con algunas modificaciones -la Secretaría ha repartido copia del mismo entre todos los 
señores Senadores-, pero todavía no hemos podido hacer un comparativo. 


En consecuencia, sería bueno que nos explicaran las modificaciones propuestas; las que son 
simplemente de redacción después se pueden ver y seguramente todos las vamos a aceptar, pero nos 
interesan particularmente las que son de naturaleza conceptual. El espíritu nuestro fue contemplar los 
aspectos que nos habían sido planteados, pero no sé si estamos yendo en la buena dirección. 


Por otra parte, hay que tener en cuenta que el Poder Ejecutivo nos ha trasmitido que esta 
herramienta es sustancial a los efectos de la seguridad y nos pide un marco legal al respecto. De 
manera que estamos algo apremiados en ese sentido, porque si mañana ocurre una fatalidad, alguien 
podría decir que si existiera un marco legal distinto, se habría podido evitar. 


SEÑOR NIETO.- Como ya habíamos manifestado en nuestra comparecencia anterior en esta 
Comisión, estamos totalmente de acuerdo con que se pene lo más fuertemente posible el tráfico ¡legal 
de armas. Donde veíamos alguna problemática era en la redacción que se vinculaba al tráfico interno, 
es decir, a las normas que eran de aplicación doméstica. 


A partir del último documento que se nos hiciera llegar, que entiendo que había sido propuesto 
por la Bancada de Senadores del Frente Amplio, enviamos algunas sugerencias que están 
incorporadas en los primeros artículos de la propuesta que entregamos. 


En primer lugar, agregamos el concepto de porte de armas, que ya está en nuestra 
legislación. Concretamente, proponemos que el artículo 1% diga: “Prohíbese la tenencia, transporte, 
porte de armas..”, etcétera, para diferenciar “transporte” de “porte”. Como se sabe, el concepto de 
“porte” implica llevar el arma sobre el cuerpo en condición de uso inmediato. Nos parece que esto 
debería ser agregado. 


En segundo término, está previsto que una vez que a alguien se le encuentra algo en 
condiciones no reglamentarias, se le otorgue un plazo de tres meses para realizar la acreditación que 
corresponda, -creo que así lo establece el proyecto que elaboraron los señores Senadores del Frente 
Amplio-pero nosotros proponemos que a partir del momento en el cual se presenta la respectiva 
documentación el plazo ya no corra, porque puede haber una demora en la tramitación interna. A su 
vez, si cuando finaliza ese período se encuentra que la persona puso el arma en regla, proponemos 
que le sea devuelta de inmediato y que no pase burocráticamente mucho tiempo. 


Estas son, en esencia, las modificaciones que estamos proponiendo para el artículo 1*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ustedes están proponiendo un inciso adicional para este artículo 192 


SEÑOR NIETO.- Lo que nosotros hicimos fue hacerlo más amplio; el primer concepto refería al 
transporte y porte, y el que ustedes proponen ... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdóneme por volver a interrumpirlo, pero ¿los elementos que están 
agregando -independientemente de la redacción- van en la misma línea? 


SEÑOR NIETO.- Sí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería en la misma línea, quizás más detalladamente, e incluso incorporan 
algunos aspectos que podrían haber sido establecidos en la reglamentación y que ustedes prefieren 
que se incluyan en el proyecto de ley. El plazo es de tres meses para presentar la documentación y 
realizar los trámites correspondientes, es decir que no hay una contradicción. 


SEÑOR NIETO.- Así es, señor Senador. Estamos totalmente de acuerdo con ir en contra del tráfico 
ilegal y penalizarlo al máximo y también con que la gente y sus armas deben estar en regla, pero como 
dice el señor Presidente, queremos que la redacción sea más precisa. 


Otro aspecto que queremos señalar es que en el proyecto de ley que los señores Senadores 
presentaron se hace referencia a la categorización de armas: “armas de caza, deportivas o de 
colección”. Entendemos que no es tan sencillo hacer una categorización de las armas basándose en 
esos tres conceptos, sino que más bien se debería categorizar a las personas en cuanto a si son 
cazadores, tiradores deportivos, coleccionistas o usuarios comunes. En tal sentido, en los artículos 
siguientes proponemos una categorización de las personas, qué requisitos deben cumplir y después 
definimos qué tipo de armas y municiones podían utilizar de acuerdo a cada una de las categorías. 
Consideramos que nuestra propuesta está dentro del espíritu que plantean los señores Senadores. 


El artículo 5% que no es el que ustedes proponen ... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Discúlpeme que lo interrumpa, pero es para entender mejor. Ustedes 
agregarían los artículos 4%, 5%, 6* y 7” -independientemente del número que corresponda en el proyecto 
de ley que estaba a consideración-, que brindarían la seguridad de que todo el esfuerzo que se hace 
respecto al control de armas ¡legales vinculadas a la delincuencia no se va a ver afectado por lo que se 
propone en dicho artículos. 


SEÑOR NIETO.- De esta manera, el usuario habilitado va a tener un marco en el cual manejarse, 
tener y usar esas armas, sin que sea pasible de la penalización prevista para un criminal. De eso 
estamos hablando ¿no es cierto? Partimos de la base de que los criminales y delincuentes están por 
fuera de la norma jurídica y que cuando se los atrapa hay que penalizarlos. Entonces, acá de lo que se 
trata es de evitar que personas que no son delincuentes sean penalizadas a causa de la redacción de 
la ley o de una mala interpretación de los actores policiales o judiciales porque -quizás el señor Cervini 
pueda aclarar un poco más- dentro de nuestro marco jurídico esta ley es dura en cuanto a las penas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, a modo de aclaración: modifican el artículo 12, agregan los artículos 
49, 5%, 6% y 7* -son nuevos y debemos estudiarlos- y en el artículo 8% -que sería el 4% de nuestro 
proyecto- la única modificación que plantean es ampliar el plazo a un año. El artículo 9% que proponen 
es igual al 5* y en el artículo 10 -que corresponde al 6*- se agrega la palabra “silenciadores”, que hace 
a la cosa pero no a la estructura del artículo. Por su parte, los artículos 11 y 14 redactados por nuestros 
invitados, que corresponden a los artículos 7 y 10 que tiene a estudio la Comisión, también quedan 
igual. En resumen, los artículos propuestos 11, 12, 13, 14, que corresponden a los artículos 7, 8, 9 y 10 
del proyecto de ley, quedan igual. Por tanto, podríamos deducir que ustedes estarían de acuerdo con la 
iniciativa si se modifica el artículo 1% en la dirección que ustedes plantean y se agregan estos cuatro 
artículos que están vinculados con el tema del usuario común, de caza, tirador deportivo y 
coleccionista, ya sea en el lugar propuesto o al final del proyecto. 


SEÑOR NIETO.- Correcto. 


En esencia es como planteó el señor Presidente. Los usuarios comunes tienen actualmente 
un marco vigente para obtener un título de habilitación para tener y adquirir armas y lo que nosotros 
queremos es que se fije por ley lo que establece la reglamentación vigente y no se cambie lo que hoy 
en día se utiliza por los mecanismos establecidos en cuanto al tipo de arma que pueden utilizar. Por su 
parte, en los artículos 5% y 6” categorizamos a los usuarios más especializados -por decirlo de alguna 
forma- en cazadores, tiradores deportivos y coleccionistas y establecemos cómo se determina cada 
categoría y el tipo de armas y municiones que pueden utilizar. Luego, en el artículo 7% hacemos 
referencia a la recarga de munición porque es común que los usuarios más especializados la hagan 
por un tema de especialización, costos, etcétera. Asimismo, quiero agregar que incorporamos una 
modificación que no es menor y que no figura en la redacción del proyecto de ley sustitutivo que se 
repartió a los miembros de la Comisión y tiene que ver con los fabricantes de municiones. Se nos llamó 
la atención sobre este tema y decidimos incorporarlo porque, de lo contrario, quedarían por fuera de la 
iniciativa las fábricas de municiones que existen en el país, algunas de las cuales, inclusive, surten al 
Ministerio del Interior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esto no figura en la iniciativa que nos entregaron? 


SEÑOR NIETO.- No, se la estamos entregando ahora y también se la podemos enviar en versión 
electrónica. 


SEÑOR LESTIDO.- Se trata de una nueva redacción de los artículos 4% y 7% donde se agrega a los 
fabricantes de municiones. 


SEÑOR CAUBARRERE.- Entrando en el análisis del proyecto de ley que nos fuera enviado por 
ustedes, quiero hacer una apreciación con respecto al artículo 2% que dice que las armerías deberán 
informar al Ministerio del Interior y al Ministerio de Defensa Nacional las transacciones en las cuales 
participen armas de fuego, municiones y otros materiales relacionados. Hoy en día ya existe ese 
requisito con respecto a las armas de fuego y a las municiones pero no con respecto a los materiales 
relacionados. Quiero aclarar que la expresión “materiales relacionados” es muy genérica porque 
abarca la canana, la mira telescópica y el montaje, esto es, muchos elementos que nada tienen que 
ver con el tráfico ilícito de armas y municiones. Más adelante, el artículo 2% dice que las armerías 
deberán especificar en la factura o remito respectivo la dirección de destino de la mercadería, lo que 
permitirá a su propietario justificar su tránsito desde la armería hasta el lugar de destino. Considero que 
esto podrá hacerse para las transacciones que se realicen después de entrada en vigencia de la ley, 
porque una persona que compró una mira hace diez años y la lleva en su vehículo no tiene una factura 
para justificar el trayecto de la mira desde su casa al campo o a otro lado. Me parece que si una 
persona está trasladando un arma, por ejemplo, y tiene el título de habilitación y tenencia y la guía 
correspondiente, no tiene mucho sentido decir que tiene que justificar eso con una factura. Entonces, 
hay que tener cuidado con la expresión “materiales relacionados”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En su opinión, si nosotros la quitáramos, ¿el artículo podría quedar tal como 
está? 


SEÑOR CAUBARRERE.- Sé que cuando hablan de “materiales relacionados” se refieren a los 
silenciadores porque están prohibidos, pero con ese término están englobando un montón de 
elementos que no tienen nada que ver con el tráfico ilícito de armas. El hecho de llevar una canana sin 
nada, o una mira, o un montaje no le hace daño a nadie. 


SEÑOR LORIER.- ¿Su objeción es sobre los silenciadores porque están prohibidos o también sobre 
otro tipo de materiales? 


SEÑOR CAUBARRERE.- Cuando yo hablo de un cinturón de tiro práctico, un portacargadores, una 
mira telescópica o un montaje para una mira, me refiero a materiales de libre venta porque nadie 
necesita nada para comprarlos; cualquiera puede ir a una casa de pesca o a una armería y comprar 


una mira o un cinturón de tiro práctico, pero este artículo establece que se debe justificar la compra o el 
traslado de esos materiales con una factura y me parece que es algo muy genérico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con este artículo queríamos generar seguridad. Quizá la persona que compre 
las municiones no sea la misma que las traslada, sino un familiar, un amigo o un empleado que no 
está habilitado para llevar armas y podría ser penado de acuerdo a las redacciones anteriores que 
nos envió el Poder Ejecutivo. Sin referirnos a las cananas y a esos materiales de los que habló el señor 
Caubarrere, pensamos que las facturas o los remitos podrían justificar la compra, estableciendo que no 
existe tráfico y que solo se llevan armas a su destino. Quizá si incluimos la palabra “silenciadores” y 
eliminamos “otros materiales relacionados”, mejoramos la redacción, pero dejamos la factura o el 
remito, que permite tener una seguridad legal de que esa persona no está implicada en nada 
complicado. 


SEÑOR CAUBARRERE.- En este país hay mucha gente que compite en tiro y están autorizados a 
recargar su propia munición. Por ejemplo, mañana alguien va a una competencia en un polígono de 
Aucam -que queda en el kilómetro 26 de la Ruta N* 101-, lleva 300 tiros nueve milimetros para 
competir en tiro práctico y él mismo recarga su arma. Ahora bien, si la Policía lo detiene, no va a tener 
una factura ni nada; simplemente va a tener consigo la guía del arma, el título de habilitación y el carné 
de recargador, que es lo que el Servicio de Material y Armamento le da para autorizarlo a recargar su 
propia munición y poder competir. Los cazadores también están autorizados a recargar y recargan su 
propia munición para cazar, pero tampoco van a tener una factura para justificar ese traslado de su 
munición. Se puede recargar, por ejemplo, un calibre 243, 25 06, 6.30 por 55 y todos los calibres 
autorizados para la caza en Uruguay. La gran mayoría de los cazadores tiene carné de recargador y 
están autorizados a recargar su propia munición, pero en esos casos no van a poder justificar el 
transporte de las armas con una factura. Con la redacción actual se están embretando muchísimos 
casos como ese y no solo en Montevideo, sino también en todo el interior. El problema radica en que 
no es fácil justificar con una factura un montón de situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás la solución sea quitar la palabra “propietario” para evitar que a una 
persona que lleve una munición que no esté habilitada se le plantee el problema de justificar el porte de 
armas. 


SEÑOR LESTIDO..- Entiendo la preocupación del señor Senador Lorier respecto a los silenciadores y 
su pregunta en cuanto a qué otra cosa podría complicar el tema del arma. Creo que aquí habría que 
penalizar o prohibir -junto con los silenciadores- a aquella persona que altere el poder de fuego 
del arma, o sea, que convierta un arma semiautomática en automática. Esto es muy claro; ¡cuidado! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Lestido, pero el problema que el Poder Ejecutivo y el 
Ministerio del Interior nos plantean es el siguiente: cuando se detiene un auto y sus ocupantes tienen 
armas legales, pero no darían lugar a pensar que van a cometer un delito en forma inminente. Ahí se 
genera una situación de vacío legal. 


SEÑOR MOREIRA.- No entiendo la situación que describe el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me refiero a una situación especial en la que se detiene un auto cuyo pasajero 
viaja portando un arma. Ahí debe quedar claro que si no tiene el permiso de porte de armas o no es su 
propietario, pero va con las municiones, se le pueden incautar hasta que la persona pueda clarificar la 
situación. 


SEÑOR LESTIDO.- Estamos de acuerdo y eso está previsto en el artículo 1? del proyecto de ley. 


SEÑOR LORIER.- Creo que el señor Lestido está desarrollando el concepto de los elementos a tener 
en cuenta, además de los silenciadores. En ese sentido, mencionó las modificaciones no autorizadas 
con relación al poder de fuego de un arma. ¿Qué tendría que ver eso con los elementos aditivos que 
estábamos señalando? ¿Eso podría ser categorizado? 


SEÑOR LESTIDO.- En ese caso se estaría ingresando en el artículo referido a los silenciadores si 
hubiera algo más para agregar relacionado con aquello que modifique el poder de fuego del arma, es 
decir, que alguien convierta un arma de tiro semiautomática en automática. Eso podría ser penalizado 
pero ya está dicho y fue modificado; nosotros lo incluimos, al igual que ustedes, con el concepto de 
“modificar”. 


Con respecto a lo que plantea el señor Presidente, debemos decir que en la actualidad, con 
este artículo que se propone, si se encuentra a una persona con un arma y no tiene la documentación 
correspondiente, se le incauta el arma y dispone de un plazo de tres meses para presentar su 
regularización. Con este artículo que aquí se presenta, esa figura estaría cubierta. 


SEÑOR MOREIRA.- Estuve analizando el tema y pude comprobar que hay una cantidad enorme de 
normas reglamentarias que regulan este tipo de cosas. Por ejemplo, las armerías tienen potestades 
muy acotadas y para poder vender un arma a una persona ésta primero tiene que presentar el famoso 
THATA, es decir, el Título de Habilitación para la Adquisición y Tenencia de Armas -para conseguirlo 
hay que acreditar una cantidad de cosas-, una guía de posesión y, finalmente, el porte en algunos 
casos. 


La actividad de los coleccionistas está minuciosamente regulada por normas reglamentarias y 
los calibres también, es decir, qué calibres se pueden tener en revólveres, en armas semiautomáticas y 
en armas largas. Hay una copiosa reglamentación que lo regula y autoridades que están encargadas 
de asegurar su cumplimiento. 


En el día de ayer estuve leyendo que cuando alguien tiene el famoso THATA y la guía de 
posesión, puede transportar el arma en su auto, siempre y cuando esté descargada y enfundada, 
demostrando así que no va a usarla. Eso es lo que la actual reglamentación legitima, pero no se trata 
de ir más lejos que eso. Entonces, queda claro que se puede transportar un arma cuando se tienen los 
papeles en debida forma. Hay una minuciosa reglamentación de los explosivos y las armerías. Me 
parece, pues, que a veces se pretende agregar elementos que ya están vigentes en normas 
reglamentarias. 


El viejo decreto ley del año 1943 -de la época de la Guerra- también regula pues prohíbe la 
punta blanda, tema del que se habló hace unos días y que ustedes resuelven en su proyecto. 


Quiere decir que no estamos en un terreno en el que no existen normas, porque las hay; 
quizás no sean legales, pero sí reglamentarias. La participación de los Ministerios del Interior y de 
Defensa Nacional está asegurada, ya que el primero actúa en la expedición del Título de Habilitación 
para Tenencia y Adquisición de Armas y el segundo en la de la Guía de Posesión de Armas. El Servicio 
de Material y Armamento es, precisamente, el organismo que expide la Guía de Posesión de Armas de 
Fuego. 


De manera que aquí existe control gubernamental sobre las transacciones legítimas de armas, 
aunque sin duda no sobre las ¡legítimas. El que carga un arma de contrabando -por ejemplo un 
revólver Taurus de esos que traen desde Brasil; está lleno de esos- no tiene los papeles 
correspondientes, pero digo que no estamos en un terreno desregulado. Por el contrario, este ámbito, 
como dije, está minuciosamente regulado, al igual que el tema de los explosivos, de quienes los 
fabrican, etcétera. 


Estuve leyendo sobre el tema y confieso que no sabía que existían todas esas normas; estoy 
hablando de un toco de disposiciones de todos los tiempos. Además, está vigente un minucioso 
decreto del año 2002 que actualiza la normativa en materia de adquisición y tenencia de armas. 


Entonces, reitero que no estamos en un terreno desregulado, sino minuciosamente regulado. 


Ahora bien, sin ninguna duda hay un mercado clandestino ilegal, pero de pronto tratamos de 
regular aspectos que ya lo están por normas reglamentarias; parece lo más lógico ya que, además, 


tienen una flexibilidad de la que carece la rigidez de la ley, porque si erramos en algo de esto, después 
será necesario aprobar otra. 


Me parece que tenemos que ser cuidadosos en ese tema. 


SEÑOR NIETO.- Iba a hacer una reflexión en la línea de lo que veníamos conversando, pero sobre la 
base de lo dicho por el señor Senador Moreira quiero decir que compartimos sus expresiones en 
cuanto a que el tema está regulado y, en algunos aspectos, hasta sobrerregulado. 


También sabemos -podemos presentar una casuística al respecto- que se han hecho 
interpretaciones por parte de algún Ministerio de aspectos que están más allá de la ley. 


Entonces, como decíamos, para dejar en buena salvaguarda a las personas que quieren 
cumplir con todo lo que se establece, me parece que se debe dejar lo medular en el formato de ley y 
los aspectos no sustantivos para el decreto reglamentario porque, reitero, hemos visto que se 
malinterpreta la ley y podemos poner ejemplos a ese respecto. En lo que proponemos a esta Comisión 
del Senado queremos dejar en claro aquello que nos parece que debe estar en formato de ley y 
recoger en los decretos reglamentarios aspectos tales como la obtención del título de habilitación, 
etcétera, lo indicamos caso a caso para cada tipo de usuario. 


Volviendo a lo que quería señalar anteriormente en cuanto a las expresiones del señor 
Presidente, recalco algo que también explicaba el doctor Caubarrere. No existe un único traslado 
desde una armería hasta un lugar de destino final, pues hay traslados intermedios. A partir de ese 
destino final -suponiendo que sea la casa habitación de alguien- el arma es llevada a un polígono 
de tiro, a cazar, a una competencia en el exterior, o sea que no estamos hablando de un único 
movimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo interrumpo por lo siguiente. 


Cuando llegó el proyecto de ley del Poder Ejecutivo, hubo una serie de observaciones al 
respecto por parte de ustedes y de todos nosotros. Una de ellas era que la persona podía ser 
procesada por violación de la ley y no de los reglamentos, porque si bien estos están vigentes, tal vez 
en el futuro sean modificados. Entonces, la sanción penal tenía que estar vinculada al texto legal y no a 
lo reglamentario. Tenemos una muy frondosa existencia de decretos y reglamentaciones, pero como 
insistió el señor Senador Rosadilla, estos no pueden ser objeto de una causa penal, porque mañana 
pueden cambiar. Expresamente sacamos la palabra “reglamentaria”, para que no se pueda procesar a 
ninguna persona por un tema reglamentario. 


Por otra parte, con respecto al transporte o al tráfico, se nos insistió mucho en la situación 
que se puede dar si alguien compra municiones en una armería, sin ser el propietario del arma. Esto 
ocurre principalmente con las personas del interior, y el señor Senador Nin Novoa me ha insistido en 
esto en más de una oportunidad. No sea cosa que procesen a alguien por encargarle a su persona de 
confianza del campo la compra de tantas municiones en la armería de Tacuarembó o Cerro Largo y por 
pedirle que se las alcance a la estancia. Si lo detiene la Policía, el remito o la factura no estará a su 
nombre. Puede ser que esta solución tenga otras complicaciones como notoriamente ocurre con otros 
materiales relacionados. Por eso, podemos buscar una redacción para agregar los silenciadores y 
otros elementos que puedan modificar el arma. Asimismo, podríamos suprimir la palabra “propietario”, 
porque cuando es el propietario el que transporta el arma puede tener una justificación, por ejemplo, 
dirigirse al polígono. Ahora, el problema se genera cuando el arma la transporta alguien que no está 
autorizado y no tiene ninguna vinculación con el dueño. Quizás la solución del artículo 2* no sirva, pero 
deberíamos buscar un amparo para que no se considere tráfico, cuando alguien transporta un arma 
que compró otro porque, de lo contrario, será el propietario quien tendrá que estar presente en cada 
circunstancia. Este es el espíritu del artículo; si está mal redactado busquemos una redacción 
alternativa. Hay que separar el caso de quien está autorizado a usar armas de las situaciones ¡legales 
sobre las que la Policía puede proceder. 


SEÑOR GIMÉNEZ.- En vez de que en el artículo 2* diga: “Deberán especificar en la factura, o remito 
respectivo, la dirección de destino de la mercadería, lo que permitirá justificar a su propietario”, se 
podría establecer, “Podrán especificar en la factura, para justificar a su tenedor”. No se trataría del 
propietario, sino de un tenedor que es quien la transporta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, que se suprima la palabra “propietario”. 
SEÑOR GIMÉNEZ.- Esto es en cuanto a las municiones. 


Con respecto a las armas, una armería no puede entregar un arma a quien no está 
autorizado a tenerla. Por lo tanto, una persona que no tiene autorización no debería poder 
transportarla, dado que no es confiable por su seguridad para los demás ciudadanos. Por eso, esto 
debería regir solamente para las municiones que son vendidas contra la presentación de la 
documentación del arma en la que van a ser utilizadas. Allí se especifica el número de guía del arma, 
que debe corresponder al calibre que se compra. Por lo tanto, las municiones se venden para esa arma 
y ya en la factura queda determinado que el permiso existe. 


SEÑOR CERVINI.- Antes que nada quiero decir que si bien soy miembro de la Asociación Uruguaya de 
Coleccionistas de Armas y Municiones y miembro del Club Uruguayo de Tiro, mis observaciones se van 
a limitar a los aspectos jurídicos y técnicos. 


Me congratula que en este grupo exista el principio de legalidad y que estemos todos 
convencidos de la conveniencia de que esto se regule. Además, para nuestro país se trata de una 
obligación pendiente ya que desde hace unos cuantos años tenemos al tráfico de armas como delito 
antecedente al lavado de activos. En ese sentido existe una deuda pendiente con la comunidad 
internacional y con los compromisos internos. 


También quiero decir que estoy totalmente de acuerdo con lo manifestado por el señor 
Giménez, en el sentido de que la tenencia y el porte son instrumentos que hacen al ADN de cada 
individuo. Personalmente no tengo porte de armas, no necesito el porte. Pero para obtener la tenencia 
de un arma, tengo que hacer cursos, pasar por análisis sicológicos, demostrar mis antecedentes, 
etcétera. Como dije, es algo totalmente personal. Por lo tanto, es inconcebible que se pueda entregar 
un arma al empleado de fulano. Puede darse un desvío en ese orden de cosas, sobre todo cuando hay 
mucha confianza, pero eso debe ser observado. No debe entregarse un arma, sino a su tenedor o a 
aquel que bajo su responsabilidad y bajo las condiciones que en este caso la regulación establece, la 
transporte desde la armería a su casa una vez desactivada. Un arma muy peligrosa puede ser 
desarticulada en tres o cuatro partes, transformándola en unos hierros relativamente inútiles hasta que 
es nuevamente ensamblada. Así se tiene que transportar el arma por una persona que no tiene porte. 
Y así debería quedar en su domicilio o en la caja de resguardo que marca la ley, mientras el arma no 
es utilizada, en exhibición, etcétera. Es decir que el arma no debe estar pronta para su uso en modo 
alguno cuando es transportada. Ese es el concepto general. 


Ahora bien, sobre la norma debo decir lo siguiente. Creemos que es necesario tipificar el 
tráfico internacional, puesto que tenemos compromisos pendientes desde hace muchos años. 


La aplicación de la normativa en cuanto a este delito tiene una punición muy alta en el tráfico 
internacional de armas -recalco: muy alta-, ya que se jerarquiza a nivel de muy pocos delitos del 
Código Penal. Sin embargo, nos parece bien. Decididamente nos parece bien. Se trata de un mensaje 
interno y para la comunidad internacional. 


De todas maneras, hay un temita a tener presente. En el artículo 1% se establece: “Las armas 
de fuego, municiones y explosivos en poder de personas que no hayan sido autorizadas por la 
presente ley serán incautadas” -aquellas que están fuera del sistema- “sin perjuicio de la aplicación de 
las normas penales correspondientes”. Estamos totalmente de acuerdo en que se incaute el arma 
irregular o aquella que se heredó pero no se regularizó, pero, ¿qué ocurre? Al establecerse, “sin 
perjuicio de la aplicación de las normas penales correspondientes” y dada la depuración que hace la 
propia ley, lo que nos queda en el ámbito de la tenencia y del porte a nivel penal sancionatorio, se 


establece en el propio artículo 6% que refiere al llamado tráfico interno. A mi juicio -guiándome 
exclusivamente por la norma sustitutiva-, ocurriría que si una persona es sorprendida con un arma 
irregular -que quizás ni sabe que la tiene, porque la heredó, etcétera- se le decomisa. Creemos que 
eso es correctísimo, pero además se le puede llegar a aplicar el artículo 6*, ya que ese tipo de tenencia 
entra dentro del tráfico, llegándose a castigar con veinte meses de prisión a seis años de penitenciaría. 
Sinceramente nos parece que no alcanza con decomisarle el arma a una persona a quien se le ha 
dado un plazo razonablemente largo para regularizarla y no lo ha hecho -eso implica una política de 
difusión muy acentuada para que llegue la noticia de la obligación a todos los lugares del país-, pero 
esa pena nos parece exorbitada. Quizás debe ser una pena de multa muy fuerte o de un guarismo 
acorde al resto del Código Penal, que podría ser de 24 meses. 


SEÑOR MOREIRA.- De acuerdo con la experiencia de quienes nos visitan, ¿cuál es la demora 
aproximada para obtener el título de habilitación y la guía de posesión ante la Jefatura y la Dirección 
del Ministerio de Defensa Nacional? 


SEÑOR CAUBARRERE.- Eso depende de dónde se haga la solicitud. En Montevideo, el trámite para 
obtener el Título de Habilitación para Tenencia y Adquisición de Armas puede demorar entre veinte 
días y un mes, mientras que en algún departamento como Tacuarembó o Salto, tres, cuatro o más 
meses. Generalmente el trámite se realiza en las capitales departamentales y no en las ciudades del 
interior. Entonces, una persona que vive en un pueblito tiene que ir exclusivamente a una capital 
departamental a solicitarlo. Esa Comisaría o Seccional policial tiene que pedir el certificado de buena 
conducta a Montevideo, que generalmente demora en llegar entre un mes y medio o dos para el 
interior. Luego, el Servicio de Material y Armamento demora aproximadamente entre diez y 20 días en 
extender la Guía. 


SEÑOR LESTIDO.- Corroborando lo dicho por el señor Caubarrere, en el interior del país el lapso es 
bastante más grande que en Montevideo o que en algunas capitales del interior que poseen una mayor 
cantidad de habitantes. En algunos casos han pasado hasta seis meses para poder adquirir el título de 
habilitación. Durante este lapso puede ocurrir que el individuo se desestimule, pero ello generalmente 
no sucede porque si quiere o tiene la intención de comprar el arma, la termina adquiriendo de alguna 
otra forma. Creemos que todo este proceso de venir a Montevideo y contactarse con el oficial de 
enlace está inmerso en un sistema burocrático al que habría que buscarle la forma de agilitarlo. 


SEÑOR CERVINI.- Debe quedar claro que esa conveniencia de celeridad en los procedimientos a que 
han aludido los compañeros, en modo alguno debe significar un aflojamiento en el rigor de los 
controles. Creo que todos somos contestes en que los controles para la simple tenencia de un arma -y 
no decir el porte- deben incrementarse con el transcurso de los años. Las exigencias del peritaje 
psiquiátrico y psicológico deben profundizarse, pues un arma es una verdadera responsabilidad para 
quien la compra, para quien la vende y, también para la comunidad en su conjunto. 


Retomando el aspecto legal, comparto lo que se ha dicho en cuanto a que esta categoría en 
armas no es la más conveniente, sino que preferimos hablar de categoría de usuarios, como bien se 
establece en el proyecto de ley presentado por los compañeros. 


Con respecto a los elementos relacionados, suscribo lo que se ha dicho, pues existen 
algunos que son inherentes, por ejemplo, a la actividad deportiva: tal es el caso del diopter en un rifle 
monotiro calibre 22. El diopter es fundamental y, a veces, es lo más costoso de todo el equipo; se trata 
de un pequeño tubo que no tiene sistema de ampliación, pues solo sirve para la definición de un 
pequeño blanco a baja distancia. Es un instrumento directamente relacionado con la actividad, como 
puede ser eventualmente un trípode para el tiro de mesa, que no agrega ofensividad alguna. 


Considero que en el artículo 3% hay una petición de principio. En todo el sistema de armas 
existe una intervención simultánea, pero subsidiaria, del Ministerio del Interior -concretamente, de la 
Jefatura de Policía- y del Ministerio de Defensa Nacional. Este último, especificamente el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército Nacional, tiene una enjundiosa tarea que es garantía de todos y, así, 
históricamente ha quedado demostrado. Los rigores que exhibe pueden llegar a ser molestos en algún 
momento para el usuario, pero terminamos coincidiendo en que el secreto, la reserva que rige sus 
actividades, es una garantía para todos. 


Si me permiten, quisiera hacer un paréntesis que avala la extensión del plazo de seis meses 
aludido. Desde hace más de un año y medio, el Servicio de Material y Armamento del Ejército Nacional 
viene desarrollando una política de regularización de armas en todo el país, extraordinariamente 
meritoria, pero sus resultados son bajos porque es muy difícil ir a cada lugar del país a convencer a la 
gente de que aquello que tiene desde hace setenta años debe ser regularizado y que debe presentar 
un papelito y realizarse un análisis psicológico. Realmente, esto es muy complejo y el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército Nacional lo ha hecho con mucha calidad porque, en alguna medida, 
ha facilitado a las partes la regularización de armas inocuas y ha blanqueado la situación. Pero, en 
todo caso, seguimos con alrededor de 500.000 armas en negro. Entonces, un tema para el penalista es 
que si no se regulariza el arma del simple tenedor o usuario irregular, estaríamos penalizando - 
tomemos en cuenta esto- a una multitud de 500.000 potenciales personas. El sistema no está en 
condiciones de resolver este tema, sobre todo, cuando se pasa a nivel del área del crimen organizado, 
donde se tiene una recarga importante de funciones que, además, ejerce muy bien. Entonces, no se le 
debería agregar este tema que conlleva una multitud criminalizada y que es muy significativa en el 
Uruguay. Por lo tanto, hay que analizar este punto con detenimiento. 


En consecuencia, con respecto al artículo 3%, doy prioridad al Servicio de Material y 
Armamento del Ejército Nacional por su conducta histórica. Por otro lado, entiendo que el Ministerio del 
Interior está plenamente facultado a solicitarle la información que considere pertinente pero, a mi 
juicio, no estaría mal agregar: “con intervención judicial”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo es eso? 


SEÑOR CERVINI.- La sugerencia es que cuando el Ministerio solicite información, exista intervención 
judicial que de algún modo fundamente ese pedido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero esto no es el secreto bancario. 
SEÑOR CERVINI.- No lo es. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Discúlpeme que lo haya interrumpido. 


SEÑOR CERVINI.- La información que tiene el Servicio de Material y Armamento del Ejército Nacional 
es de enorme sensibilidad como, por ejemplo, en el caso de los coleccionistas. Es muy importante que 
además de los resguardos que obligatoriamente tienen los coleccionistas -guardar las armas en cofres, 
desarticuladas, etcétera-, no haya una difusión generalizada de quién y qué armas tiene, lo cual podría 
significar un riesgo para la colectividad en su conjunto. Si esta información se empieza a difundir, 
puede suceder que alguien piense en hacer un copamiento a Fulano de Tal porque de esa forma puede 
hacerse, por ejemplo, de 16 pistolas nueve milimetros. Este aspecto debe afinarse. Sé que este tema 
es muy sensible porque estamos hablando de dos organismos públicos. No tengo ningún prejuicio con 
la reserva del Ministerio del Interior pero, de algún modo, creo que debe tamizarse ese trasiego de 
información. El Servicio de Material y Armamento del Ejército Nacional cumple la función de policía en 
cuanto a la tenencia de armas así como el Banco Central lo hace con respecto al secreto bancario, 
para dar un ejemplo que hoy mencionaba el señor Presidente de la Comisión. Es una tarea que 
implica tener mucha habilidad. A su vez, dentro de ese contexto se hacen muchos controles 
sorpresivos, que a veces molestan a los coleccionistas porque revuelven sus casas y revisan los cofres 
de seguridad de los Bancos -eso lo sabemos todos-, pero están muy bien hechos. Está muy bien 
que se sepa si Fulano, que declaró que tiene tales armas, realmente las tiene; es bueno saber también 
en qué estado las tiene y si están en las condiciones que marca la regulación. Eso no molesta. Además 
de ese control, el Servicio de Material y Armamento del Ejército Nacional ofrece la reserva y la 
prudencia en el manejo de la información que posee. 


Con respecto al artículo 4%, como todos han dicho, el período de seis meses es muy poco 
tiempo. La experiencia ha demostrado que después de un año y medio de esfuerzo del Servicio de 
Material y Armamento, recién ahora se empieza a interiorizar la idea en el interior del país; ni qué decir 
que eso también está sucediendo en Montevideo. 


SEÑOR GIMÉNEZ.- Haciendo mía una reflexión del doctor Caubarrere con respecto al artículo 4* y a 
los plazos otorgados para la regulación de las armas que no están en condiciones legales, me 
pregunto si se ha manejado en forma errónea que es posible que existan en plaza más de 500.000 
armas no registradas. Este dato se basa en las estadísticas de las armas requisadas por la policía en 
los procedimientos. Aclaro que, a mi juicio, esto es erróneo porque solamente toma como muestra 
válida las armas tomadas en procedimientos y no todo el mundo de las armas. La mitad de las armas 
requisadas por la policía en actos delictivos, o el 45%, no están registradas. Eso se extrapola a la 
totalidad de las armas, cosa que no es cierta porque el universo de las armas tomadas en 
procedimientos delictivos es distinto. Basados en eso, supongamos que la cifra no fuera 500.000, sino 
la mitad o 150.000. Si se da un plazo de seis meses estaríamos hablando de ciento ochenta días, que 
equivalen a 150 días hábiles. Entonces, si se pretende registrar 150.000 armas en ciento cincuenta 
días, se tendrán que registrar mil armas por día, mil tenencias por día, algo que es absolutamente 
impensable si tenemos en cuenta las condiciones en que hoy nos encontramos. Por lo tanto, en 
nuestra opinión, ese plazo debe ser modificado porque no es real y, ante la imposibilidad de llevar a 
cabo una regularización a tal punto, se hace común el sentimiento de desasosiego que puede llevar a 
la persona a decidir no hacer nada al respecto. De esta forma, lo que estaríamos haciendo es 
transformar, por un acto administrativo, a un tenedor normal de armas -que no es delincuente y que 
está lejos de su espíritu la delincuencia- en un delincuente pasible de dos años de prisión. Tengamos 
en cuenta que un mes de prisión le cambia la vida a cualquiera y dos años, mucho más. Esta es 
nuestra opinión en cuanto al tema del plazo. 


SEÑOR CERVINI.- El artículo 6*, llamado delito de tráfico interno -a lo que se agrega uso y 
fabricación ilegal- es relevante en los términos en que bien lo señaló el señor Lestido. Concretamente, 
me refiero al cambio de ofensividad del arma, por ejemplo, un sujeto que se compra una pistola, le 
saca el sistema semiautomático y la transforma en una especie de subametralladora; esa es una 
situación muy particular y relevante, pero también existen otras situaciones. El artículo habla de quien 
alquile, reciba, distribuya, oculte, tuviere en su depósito, fabricare o produjere y, obviamente, se está 
refiriendo a actividades, pero luego dice: *...ensamblare o reensamblare, adulterare, vendiere, o de 
cualquier forma utilizare armas de fuego” y le agregaría “en la medida en que se conserve su 
naturaleza” porque es común que, por ejemplo, haya personas que hagan una lámpara con el viejo 
rifle del abuelo. Probablemente no se ajuste al concepto de decoración que pueda tener la Senadora, 
pero existe gente que hace esto. Si bien es discutible como criterio estético, hay quien lo hace; incluso, 
se han llegado a hacer pequeñas esculturas, lo que es inocuo. Como muy bien se dijo, hay que definir 
lo que es el porte de armas, pero también se deben tener en cuenta las reglas generales en cuanto a 
lo que es el arma. En el Código Penal encontramos el concepto del arma propia y del arma impropia. 
El arma propia es aquella que está en condiciones de ser usada como tal, por tanto, no cualquier caño 
munido de una culata, se transforma en arma. A este respecto, tenemos un ejemplo vívido en la 
legislación brasileña que establece un sistema de compraventa de las armas en poder del pueblo. 
Entonces, la gente llevaba un caño con una culatita y le daban, en aquel momento, el equivalente a 
US$ 100. Llevaban elementos que no tenían ningún valor ofensivo, sin embargo, se pagaban porque 
no se analizaba su potencialidad. También hay que tener esto en cuenta ante cualquier hipótesis de 
canje o similar que realice el Estado para la destrucción o mejor destino de las armas que realmente 
son ofensivas y no de un palito con apariencia agresiva. 


Además, debo decir -y con esto termino, señor Presidente- que la legislación de algunos 
países está restringiendo el uso de las imitaciones plásticas de las armas como, por ejemplo, la 
alemana y la holandesa porque es sorprendente el número de asaltos realizados en Europa con ese 
tipo de armas. Hay que saber mucho -salvo cuando le agregan algún cromadito innecesario- para 
identificarlas, y no son muchos los que, aun con la duda razonable, reaccionan frente a un arma de 
apariencia plástica. Efectivamente, se muestran muy intimidantes y creo que ese es otro ámbito a 
regular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Avancemos con los artículos. 


SEÑOR CERVINI.- No tengo mayores observaciones que realizar al resto de los artículos, señor 
Presidente. 


SEÑORA MOREIRA.- Doy la bienvenida a nuestros invitados -no he podido hacerlo anteriormente ya 
que llegué tarde a la Comisión- y les digo que encuentro muy positivo dos aspectos: que hayan traído 


una redacción, puesto que esto facilita el trabajo de la Comisión, y que tengamos un acuerdo sobre 
fundamentos, es decir, transformar esto en un delito y sacarlo del territorio de las faltas. En tal sentido, 
me parece que no alcanza con lo que existe por lo que necesitamos una legislación, y creo que eso lo 
compartimos todos. 


Con respecto a los artículos que ustedes numeran como 5* y 6%, quisiera formular una 
pregunta y también hacer una reflexión. 


En una comparecencia anterior, ustedes ya habían traído una preocupación a la Comisión 
que refiere a la separación de los usuarios comunes de los cazadores, los coleccionistas y los tiradores 
deportivos. A su vez, mencionan una reglamentación -soy totalmente ignorante en estos temas- que ya 
estaría vigente y que es la que determina esta separación. Mi reflexión y mi pregunta apuntan a si la 
referencia a estos distintos tipos de usuarios no puede ir en la reglamentación y si no se puede buscar 
una redacción más genérica de los artículos 5* y 6*. 


Con relación a la preocupación del doctor Cervini sobre los años de penitenciaría, nosotros 
trajimos otra redacción, reduciendo la mínima de 24 a 20 meses. Él mencionaba el caso -planteado ya 
en la comparecencia anterior- de aquel que tiene la herencia del abuelo y no lo sabe. Sin embargo, 
también agregó que le parecía que la pena debía ser de 24 meses. Por tanto, con respecto al artículo 
6* del proyecto de ley original -que sería el artículo 10% del proyecto de ley presentado por ustedes- y 
dado que en la redacción propuesta por ustedes se mantiene la pena de 20 meses a 6 años, la 
pregunta es ¿cuál sería la propuesta concreta que el doctor Cervini estaría haciendo con relación a 
este caso? 


En cuanto a la información de la tenencia de armas -artículo 3% del proyecto de ley original-, a 
lo que el doctor Cervini hizo referencia, no termino de entender si hay alguna observación que 
contenga una propuesta específica o si la redacción del artículo 3* le parece adecuada. 


Con respecto al plazo, siempre habíamos pensado que estos fueran amigables, es decir, que 
no tuvieran un carácter punitivo encubierto sino que fueran lo suficientemente amplios como para, junto 
a una campaña de información, proceder al registro de todas las armas. De cualquier manera doy por 
descontado que no van a ser 150.000 porque las armas ¡legales lo están por oscuros motivos; supongo 
que habrá algunas que están en situación de ilegalidad -puede darse el caso de alguien que, por 
ejemplo, heredó el rifle de su abuelo y se olvidó de inscribirlo- pero, reitero, doy por descontado que las 
inscripciones no van a ser masivas porque parte de las armas ilegales piensan ser usadas de mal 
modo. Soy incapaz de estimar el número de armas que se registrarían en ese período. De cualquier 
manera esto también se puede establecer en la ley o en la reglamentación. Nuestra idea siempre fue 
no solo contar con un período lo más amplio posible sino dar todas las garantías y facilidades. Todo 
esto está vinculado ya no con el proyecto de ley sino con la implementación de la ley que es facilitar y 
agilizar todos los Registros porque, como aquí se señalaba, en el interior, con todos los permisos de 
buena conducta solicitados a Montevideo, siempre se presentan dilaciones. 


SEÑOR LESTIDO.- Con respecto a las categorías de usuarios de armas que se encuentran en las 
reglamentaciones vigentes, se establecen tres grandes categorías: los usuarios de armas; los 
coleccionistas de armas -hay un decreto que establece los requisitos necesarios- y, la tercera -que 
simplemente la menciono-, es la de recargador de municiones. Estas son las licencias que se otorgan 
por parte del Ministerio de Defensa Nacional, Servicio de Material y Armamento. 


Pero basándonos en las armas de fuego, existen dos categorías. Usuarios comunes y 
coleccionistas. ¿Por qué hacemos esta división? Porque entendemos que existe un problema con los 
coleccionistas. Dentro de estos últimos están incluidas una cantidad de personas que en realidad no 
son coleccionistas de armas sino cazadores, pero por el tipo de caza que realizan dentro y fuera del 
país, necesitan tener calibres que en la actualidad no están autorizados por la reglamentación vigente. 
Solamente están autorizados para los coleccionistas. Por ende, se ha generado un universo de 
aproximadamente 1500 coleccionistas en el Uruguay que realmente no lo son; su espíritu no es el de 
ser coleccionista sino cazador. 


De una vez por todas queremos crear -creemos que esta es una buena oportunidad- la figura 
del cazador. Es más; vamos un poco más allá, existen unos viejos proyectos de ley del Ministerio de 
Defensa Nacional que crean la figura del cazador, pero no deseamos ligar la figura del cazador al 
arma sino a una licencia de caza, a algo mucho más responsable. El cazador debería realizar una 
especie de prueba -como se hace en otros países- relacionada al ámbito en que debe ser usada esa 
arma e, incluso, contemplar otros aspectos como la protección de la fauna. De esa manera creamos 
una figura donde liberamos el calibre. Evidentemente, al cazador que le gusta cazar en Uruguay 
animales de caza mayor -y cada vez hay más cotos con mayor cantidad de animales de caza mayor-, 
le gusta ir a cazar al exterior y, hoy por hoy, si no es por la figura del coleccionista quedaría fuera de la 
reglamentación vigente. Esto ha obligado durante muchos años al Servicio de Material y Armamento 
tener que crear un sistema de administración muy complejo para una persona que solamente tiene un 
arma. El sistema lo obliga a que sea coleccionista cuando no lo es. Por eso nosotros creamos tres o 
cuatro figuras; mantenemos la del coleccionista, creamos la del cazador, la del usuario común -aquella 
persona que quiera tener un arma sigue con las autorizaciones vigentes, o sea, con los calibres y 
armas vigentes- e, incluso, definimos básicamente esas categorías. Por eso insistimos en que 
estamos aportando categorías que no están vigentes al día de hoy. 


SEÑOR NIETO.- La señora Senadora Moreira decía que si hay un marco vigente, no entendía para 
qué ponerlo en formato de ley. Justamente, la idea es que tenga cierta permanencia, para que 
sepamos a qué atenernos y no estemos a las veleidades del momento del gobernante de turno. Nos 
parece que el marco que existe hoy en general funciona, y por eso lo estamos trasladando a la ley, 
como decía. Pero hay algunos aspectos que están sujetos a la interpretación de la persona que está en 
ese momento en un despacho público. Entonces, nos parecía que debíamos incluirlos. Por eso, en 
nuestra propuesta, referimos a las personas en el artículo 5%, y en el artículo 6%, nos referimos a las 
armas y municiones. Como decía el señor Lestido, el marco que hoy se aplica es absolutamente 
irracional en cuanto al tipo de munición; creo que ya lo habíamos hablado en nuestra comparecencia 
anterior. De manera que simplemente pretendemos ponernos en consonancia con lo que se hace en 
todo el mundo, pero para la categoría de alguien responsable, como puede ser el cazador. Dejaríamos 
para un decreto reglamentario posterior cómo categorizamos a alguien como cazador o eventualmente 
como tirador deportivo, para enmarcar esa figura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Adelanto que han llegado los responsables del Servicio de Material y 
Armamento del Ejército, de manera que vamos a tratar de ser breves y, en todo caso, después 
volveremos a hacer las consultas que sean necesarias. 


SEÑOR CERVINI.- Voy a seguir con las preguntas de la señora Senadora en el orden cronológico. 


Respecto al artículo 3", ella muy bien preguntaba si existía alguna sugerencia concreta en lo 
relativo al relacionamiento entre el Servicio de Material y Armamento y la Jefatura de Policía. Creo que 
hay distintos grados, pero por ejemplo no molestaría mayormente que el Ministerio del Interior, cuando 
requiera la información al Servicio de Material y Armamento, previamente diera cuenta al Magistrado de 
turno. Esto no molesta y corta la discrecionalidad. En una causa judicial determinada ya sería un grado 
mayor, y la máxima aspiración mía sería que fuera por resolución motivada en un marco judicial. Pero 
¿qué molesta dar cuenta? Es simplemente decir que en el marco de una investigación de un caso de 
contrabando de armas, parece necesario ubicar a los tenedores de determinadas armas. En ese caso 
el Juez de mandato verbal, sin ningún problema, por teléfono, les va decir que sigan adelante. Pero le 
damos un anclaje a ese relacionamiento, que de lo contrario -lo dirán los integrantes del Ministerio de 
Defensa Nacional- tal vez podría llegar a volverse demasiado cargoso o rutinario, lo que dificultaría la 
tarea. Es simplemente una sugerencia. 


En cuanto al artículo 6%, estoy planteando la hipótesis del que adquiere, recibe, eventualmente 
transporta, tiene en depósito o utiliza. En esos casos, yo establecería una multa de principio alta - 
porque, además, se le decomisa el arma- y una pena máxima de 24 meses. Todos los demás casos, 
en que el sujeto ensambla, modifica, elabora, reelabora o le da ofensividad especial a un arma, son 
distintos. Aquí hay dos categorías muy diferentes. En los casos que se refieren a la fabricación ilegal de 
armas y municiones, no tengo ningún problema en que quede la pena -que es gravísima- como está, 
porque eso no es casual; hay una intencionalidad inherente, etcétera. Pero estoy pensando en el caso 
de quien la dejó arriba del ropero y de todos esos otros que, por dejadez, falta de cultura o de 
información, no regularizan su situación. A ese sujeto le decomiso el arma, le doy un plazo para que 


administrativamente regularice el tema y le aplico una multa; no es la generalidad de los casos. 
Después, si veo que el asunto es más grave, que tiene un sinnúmero de armas, etcétera, en ese caso 
le aplico la pena, pero que sea excarcelable. Al sujeto le doy el mensaje, pero además una 
razonabilidad porque, de lo contrario, pierde sentido ese conglomerado de gente que está incluida en el 
artículo 6”. Acá hay gente que -pobre- es distraída o está mal informada, y puede haber un sujeto que 
sea un perverso modificador de armas para darles una ofensividad mayor; son cosas muy diferentes y 
van juntas. Una cosa es el que vende y otra el que tiene. 


SEÑOR GIMÉNEZ.- Antes que nada -sé que no queda mucho tiempo-, quiero agradecer el tiempo y la 
posibilidad que nos han brindado para presentar nuestras ideas; estoy hablando a título personal. 
Quizás encuentren en la variedad de propuestas y pensamientos un espectro muy amplio y pretencioso 
y eso se debe a que no tenemos muchas chances de ser invitados a formar parte de la discusión sobre 
la reglamentación de un tema que a nosotros nos atrae tanto y forma parte intrínseca de nuestras 
vidas. 


Respecto a la orientación inicial del proyecto de ley de combatir el tráfico ilícito -tema en el 
cual estamos todos de acuerdo-, vemos que toca y golpea al tenedor de armas muchas veces no mal 
intencionado. Quizás se pueda perfectamente limitar a golpear solamente a los traficantes ¡legales que, 
en definitiva, son quienes dan comienzo a la cadena de las armas en manos de los delincuentes. El 
traficante ilegal es quien no cumple con las normas que ya están establecidas porque hoy todo 
movimiento o traspaso de un arma de una persona a otra, debe ser hecho con el visto bueno del 
Servicio de Material y Armamento del Ejército Nacional, a través de la ventanilla directamente del 
Ejército y de todas las dependencias que de él existan en el interior -en las cuales hay un delegado 
específico para la transferencia de armas- o a través de las armerías establecidas, con el visto bueno, 
la aprobación y el control del Servicio de Material y Armamento. Todo lo que sea por fuera de ese 
sistema se puede penar y creo que sería mucho más contundente contra el tráfico y tenencia de armas 
de los delincuentes si se arma una batería de medidas solamente en contra del tráfico ilegal, cosa que 
hoy no existe. Como bien señaló el señor Senador Moreira, hay un cúmulo de reglamentaciones y 
leyes que lo tocan, no así al tráfico ilegal. Actualmente, si el Servicio de Material y Armamento o la 
Policía detectan a un traficante ilegal de armas, hay muy pocas o casi ninguna herramienta para 
sacarlo de la troya. 


Creo que estamos queriendo pescar cuatro bagres en un arroyo tirando un cartucho de 
dinamita con el cual, si bien matamos esos cuatro bagres, también matamos cien pescados. 
Entendemos que estamos atendiendo un universo muy disímil cuando, en realidad, lo que queremos es 
pegarle muy duro al traficante ilegal, a aquel que de cualquier forma trafica en forma ilegal, sin 
intervención del Servicio de Material y Armamento del Ejército Nacional. 


SEÑOR CAUBARRERE.- Quiero hacer la precisión en cuanto a que la modificación que se debería 
hacer en el artículo 2* del proyecto de ley a estudio de la Comisión sobre los materiales relacionados, 
también correspondería hacerla en el artículo 6%, que es donde aparece la penalización. En el caso de 
la iniciativa presentada por nosotros, en el artículo 10 utilizamos el vocablo “silenciadores”, por lo que 
también se debería modificar el artículo 2*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En caso de que la Comisión opte por ese camino, habría que incorporar los 
silenciadores o materiales que adulteren el poder del fuego, como señaló el señor Lestido. Quiero 
aclarar que nos sería de gran ayuda que nos enviaran redacciones con respecto a estos puntos. 


SEÑOR NIETO.- Quiero agradecer a todos los señores Senadores por habernos convocado una vez 
más y nos comprometemos a hacer algunos ajustes a nuestra propuesta y enviárselas nuevamente 
para que, luego, el Senado decida si son o no de recibo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos su presencia. 


(Se retiran de Sala los señores representantes de la Cámara de Importadores de Armas y 
Municiones del Uruguay, de la Asociación Uruguaya de Coleccionistas de Armas y Municiones, de la 
Federación Uruguaya de Tiro Práctico y del Club Uruguayo de Tiro.) 


(Ingresan a Sala integrantes del Servicio de Material y Armamento del Ejército.) 


-La Comisión de Constitución y Legislación tiene el agrado de recibir al Coronel Raúl Lozano, 
Director del Servicio de Material y Armamento del Ejército; al Coronel Claudio Feola, al Coronel Edgar 
Méndez y al Teniente y abogado Fabián Brufau, quienes fueron invitados a iniciativa del señor 
Senador Moreira, que compartió el resto de la Comisión. 


El objeto de la convocatoria es ver cómo funciona el sistema y si, de acuerdo con su 
experiencia, el proyecto de ley podría llevarse adelante una vez convertido en ley. Naturalmente, tienen 
toda la libertad de expresarse sobre cada uno de los artículos, en el entendido de que estamos 
tratando de mejorar lo relativo al tema de las armas. Según el planteo que hizo el Ministerio del Interior, 
el problema a nivel de la delincuencia es muy grande, pero debemos distinguir esa situación de las 
armas que se tienen en condiciones legales o reglamentarias. 


SEÑOR LOZANO.- Más allá de que el señor Presidente presentó a quienes integran esta delegación, 
quiero aclarar que el doctor Brufau se ha desempeñado durante once años en el área, que concurre 
anualmente a casi todas las convenciones internacionales y que prácticamente es un especialista y 
técnico en la materia. A mi derecha se encuentra el Coronel Edgar Méndez, quien hasta el día de ayer 
era el Jefe del Registro Nacional de Armas -estamos en época de relevos-, mientras que el Coronel 
Feola es el nuevo Director General del Servicio de Material y Armamento desde hace cuatro horas, en 
que dejé de ejercer dicho cargo. 


(Hilaridad.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, queda registrado en la versión taquigráfica que ya no es más el 
Director de esa área. 


SEÑOR LOZANO.- Así es. 


Más allá de eso, en nombre de todos nosotros quiero agradecer la invitación que nos hizo la 
Comisión porque nos hace sentir muy honrados y esperamos, de alguna manera, poder ayudar o 
arrojar luz sobre este importante tema que los señores Senadores tienen en consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si quieren comenzar a plantear algunas observaciones o explicar cuál 
es el mecanismo de reglamentación de las armas. Quizás nos podrían decir si esto es engorroso o no, 
si el plazo es escaso o no y si tienen una idea de la cantidad de armas ¡legales que hay. 


SEÑOR LOZANO.- En principio, podemos afirmar que, al día de hoy, hay alrededor de 589.000 armas 
registradas, pero no existe un método científico para poder determinar el número de las que no lo 
están. Nosotros podemos sacar algún tipo de conclusión sobre el número de armas de las que, a 
diario, la Policía nos pide los antecedentes, pero reitero que no existe un método científico que nos 
permita saber ni determinar cuántas hay en el país. 


En cuanto al proyecto de ley, nos gustaría hacer algunos comentarios que quizás sean de 
utilidad. Desde el punto de vista técnico -nos acompaña el abogado que es especialista en la materia-, 
consideramos que cuando se habla de “tráfico de armas” debería decirse “tráfico ilegal de armas”, ya 
que “tráfico” simplemente refiere a la comercialización, a la transacción. O sea, el tráfico de armas no 
es ilegal porque tiene que ver con su comercialización. Por tanto, desde nuestro punto de vista, se 
debería hablar de “tráfico ilegal de armas”. 


Quisiéramos hacer comentarios sobre algunos artículos, por lo que consultamos al señor 
Presidente si es mejor hacerlo por cada uno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, y cuando estime que el abogado tenga que hacer alguna 
aclaración, lo comunica. 


SEÑOR LOZANO.- Correcto; voy haciendo los comentarios y, llegado el caso, si fuera preciso hacer 
una aclaración, el abogado lo dirá. 


Con respecto al inciso primero del artículo 1%, cabe aclarar que no se regula sobre 
autorización de tenencia y porte, por lo que se deja vigente la regulación actual. Prohíbe todo lo que no 
se ajuste a la regulación actual sobre tenencia y porte de armas. A su vez, en el inciso segundo, desde 
nuestro punto de vista se debería decir “Las armas de fuego” y no simplemente “Las armas” porque 
con esta expresión quedarían comprendidas ballestas, cuchillos, etcétera. Reitero que, a nuestro 
entender, se debería agregar “de fuego”. Además, surge la pregunta: ¿se hace referencia a las armas 
no autorizadas? 


En el inciso tercero, se nos plantean algunas dudas de redacción, ya que en dos ocasiones 
se utiliza el término “incautadas”, al decir que las armas incautadas serán incautadas. ¿La situación 
prevista en el presente artículo significa que no están autorizadas? ¿Cuáles son las razones para dar 
un trato desigual a esta categoría de armas? ¿No hay sanciones a la irregularidad por la repetición 
eventual de las conductas, por la cantidad de armas irregulares, etcétera? Planteamos estas 
interrogantes porque en el proyecto de ley se establece un plazo de tres meses, pero no se especifica 
qué sucede en los casos de reincidencia en este tipo de delitos. 


En el inciso cuarto también debería decirse “armas de fuego” porque hay otro tipo de armas 
-las deportivas, las de caza o las de colección- que no son de fuego y que no son alcanzadas por este 
proyecto de ley. La iniciativa establece tres categorías por lo menos; una cuarta debería ser para 
defensa personal. 


En cuanto al artículo 2% entendemos que el término “armería” no es preciso y que quizás 
debería hacer referencia a “casa comercial”, a cualquiera que venda armas de fuego, puesto que así se 
abarcaría todo el espectro. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Existe otro tipo de casa comercial que no sea una armería que esté habilitada 
para vender armas de fuego? 


SEÑOR LOZANO.- Sí, señor Senador. Es el caso específico de los importadores que podrían vender 
las armas; además, podría haber otra transacción que se diera en forma particular o algún otro tipo de 
negocio que vendiera armas aunque no fuera una armería como, por ejemplo, esos comercios que 
venden artículos para caza y pesca. 


Volviendo al artículo 2%, pensamos que en la factura o remito se debería especificar el 
nombre y documento del comprador, ya que allí solo se habla de la dirección de destino. También 
creemos que se debe establecer la prohibición de entrega de armas si no se tiene antes el registro de 
transferencia. Por otra parte, no se establecen sanciones para el incumplimiento de las armerías y 
tampoco plazos para cumplir con la norma. 


En cuanto al artículo 32 no tendríamos mayores comentarios que hacer, excepto respecto a la 
parte que dice que el Ministerio de Defensa Nacional brindará al Ministerio del Interior “la información 
relativa a las armas de fuego registradas, requeridas”. Entendemos que, en definitiva, el 
funcionamiento de todo esto viene a ser como un sistema contable o, al menos, así lo entendemos: por 
un lado, está el contador con sus libros y, por otro, la tesorería. Para nosotros, hoy en día la Policía es 
la tesorería, porque tiene el deber de controlar e incautar las armas en cuestión, y el Ejército Nacional, 
a través del Servicio de Material y Armamento, hace el contralor. Por eso pensamos que el sistema 
funciona bien así, porque existe un doble control. Pero queda la duda cuando se habla de “armas de 
fuego registradas” respecto a qué pasaría, por ejemplo, si el Ministerio del Interior solicitara todo el 
registro de armas, que son aproximadamente 589.000. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero hacer referencia a una observación que se hizo por parte de los 
coleccionistas en cuanto al relacionamiento entre el Ministerio del Interior y el Ejército Nacional. 
Concretamente y en cuanto a las competencias en el caso de los coleccionistas, quisiera saber si el 
Ministerio del Interior cuenta con esa información o si se trata de datos que obran en poder de la 
Dirección del Servicio de Material y Armamento y que tiene carácter confidencial, teniendo en cuenta 
que puede representar un riesgo que, por ejemplo, por la otra vía los delincuentes se enteren de que 
alguien posee cien armas de alto poder destructivo. ¿Cómo funciona esto en los hechos? 


SEÑOR LOZANO.- Es exactamente así como lo ha dicho el señor Senador Moreira en la parte final de 
su intervención. Se trata de una información reservada; una vez que el Ministerio del Interior, a través 
de la Justicia, solicita los antecedentes de determinadas armas -lo que sucede a diario y por varias 
armas- se contesta en pocas horas. Hay un servicio las 24 horas del día a estos efectos que envía un 
fax con la respuesta, en la que se detalla el tipo de arma, a nombre de quién está registrada, si tiene la 
guía vencida o al día, si tiene denuncia de hurto, etcétera. Quiere decir que todo eso se contesta a la 
Policía en el mismo día; así funciona esto hoy. 


El literal a) del artículo 4%, dice: “Quienes posean armas de fuego en forma ¡legal o 
antirreglamentaria regularicen su situación ante los organismos correspondientes”. El término “ilegal” 
hace referencia a un arma prohibida ya sea porque es de guerra, porque algunas de sus 
características han sido modificadas, porque tiene signos de identificación que han sido alterados, 
borrados o adulterados, o porque es un arma hechiza. Por lo tanto, entendemos que correspondería 
eliminar la palabra “ilegal” y mantener el término “antirreglamentaria”. 


Un arma antirreglamentaria es aquella que no está registrada o no se le ha actualizado la 
transferencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se puede poseer un arma en forma antirreglamentaria en el caso, por 
ejemplo, de haberla heredado de un abuelo, aunque haya entrado de manera legal y reglamentaria al 
país. Pero también se puede desconocer su procedencia por una circunstancia equis. En ese caso, el 
arma es ilegal, pero si tiene una historia en el Servicio de Material y Armamento, es antirreglamentaria 
porque no está a su nombre. Pero, ¿qué ocurre en aquellos casos en que el arma no tiene como 
procedencia el país? ¿Se la considera antirreglamentaria o ilegal? 


SEÑOR MOREIRA.- Un arma que ha sido robada es ilegal y no se puede regularizar. Un arma 
contrabandeada no se puede regularizar, un arma antirreglamentaria es la que no tiene el THATA, ni la 
guía de posesión. 


SEÑOR BRUFAU.- Un arma ilegal es la que tiene los signos de identificación alterados o suprimidos. 
En este caso, no sería posible que vuelva a ser legal porque se requeriría poner nuevos signos de 
identificación, por lo tanto, se trataría de una adulteración definitiva. Por ejemplo, un arma recortada 
sería legal siempre y cuando cuente con la autorización del Servicio de Material y Armamento, en caso 
contrario, por tratarse de una modificación definitiva, sería ilegal. También las armas caseras, 
prohibidas o de guerra, son ilegales. Por ejemplo, nadie podría regularizar y registrar a su nombre un 
arma de guerra o de uso exclusivo de las Fuerzas Armadas o de la Policía. 


En cambio, un arma es antirreglamentaria cuando no tiene registro, y por esta misma 
circunstancia, no se conoce su procedencia. En esta situación, la persona tratará de justificar su 
procedencia mediante una declaración jurada u otro tipo de prueba que se le pueda requerir. Tal vez el 
arma provenga del extranjero o sea de contrabando, pero si no se puede acreditar, sería una situación 
antirreglamentaria porque carece de registro o tiene un registro que no está a su nombre. 


Como dijo el señor Senador Moreira, un arma ¡legal es la que proviene del contrabando; la 
que cuenta con una denuncia por hurto; la que perteneció a las fuerzas de seguridad del Estado; la que 
posee un escudo de alguna institución militar extranjera, y si el proyecto de ley otorga un plazo de seis 
meses para regularizarla, no habría modo de impedir su registro porque existe una norma que lo 
estaría habilitando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces deberíamos modificar el literal b), que establece: “Efectúen la 
entrega voluntaria de las mismas...”. Al decir “voluntaria de las mismas”, se refiere a la forma ilegal o 
antirreglamentaria. Respecto a la parte legal del asunto, es decir, a aquellas personas que quieran 
desprenderse del arma, establecíamos que no tenía por qué justificarse la procedencia. Es el caso de 
aquella persona que dice: “Yo de esta arma no quiero saber nada; está en mi casa...”. En esta 
situación, no tiene que dar ninguna explicación y el Estado se hace de esa arma. Además, no 
regulariza el arma -está bien; es correcto- pero, repito, se desprende de ella. Si le pedimos justificación, 
no la va a llevar. Por lo tanto, deberíamos establecer “Efectúen la entrega voluntaria de las mismas o 
aquellas que fueran ¡legales al Servicio de Material y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional”, y 
luego continuaría el artículo con la misma redacción. ¿Es correcto este planteo? 


(Apoyados.) 


SEÑOR LOZANO.- Finalizo lo concerniente al inciso a), preguntando, ¿la regularización también 
alcanza al poseedor, al menor de edad con antecedentes penales, a la persona que no cumpla los 
requisitos para tenencia? Por su parte, en el inciso b) no se especifica el destino del arma entregada 
voluntariamente. 


En cuanto al artículo 5”, creemos que podría suprimirse la calificación de “internacional”, ya 
que de la propia disposición surge que es una transacción que se desarrolla entre más de un Estado. 
Sería apropiado definir qué se entiende por “organización criminal” o remitir a alguna norma ya 
existente que lo defina, por ejemplo el artículo 3, literal a) de la Convención de Naciones Unidas 
contra la delincuencia organizada transnacional, contenida en la Ley  N* 17.861 del 15 de diciembre 
de 2004. 


En lo que refiere al artículo 6%, entendemos que sería conveniente dividirlo en sus cuatro 
vertientes: tenencia o posesión ilícita, uso ilícito, fabricación y ensamblado ilícito, comercialización y 
tráfico ilícito propiamente dicho. Creemos que se debe definir qué se entiende por cada figura. 


La tipificación de la fabricación ilícita es una de las obligaciones que el Estado uruguayo ha 
asumido en la Cifta y en el protocolo de armas -Leyes N* 17.300 y N* 18.233 respectivamente- por lo 
que los condenados por este delito deberían estar sujetos a extradición. Por lo tanto, la disposición 
debería establecer una pena mínima, igual o superior a dos años. 


No tenemos ningún comentario en cuanto al artículo 7”. 


En lo que se refiere al artículo 8”, queremos decir que si el objeto de la norma fuera 
beneficiar a la Junta Nacional de Drogas, habría que ver la viabilidad de la misma, ya que para 
beneficiarla con las armas incautadas, las mismas deberían ser vendidas para transformarse en dinero 
O habilitar su uso a la Junta. Entonces, la ley estaría autorizando que armas incautadas por ilegales o 
irregulares volvieran al mercado. No se entiende de qué otra manera podría beneficiarse la Junta 
Nacional de Drogas con las armas de fuego incautadas. 


SEÑOR MOREIRA.- El artículo 8 se remite a la Ley N* 18.494. Esa ley refiere al lavado de activos y 
también a estupefacientes. En ese caso, ¿las armas incautadas se entregan a la Junta Nacional de 
Drogas? 


SEÑOR LOZANO.- Así como los vehículos que están vinculados con la droga se incautan, parecería 
que sucede lo mismo con las armas. ¿Qué se hace después con esas armas? ¿Quedan en la Junta 
Nacional de Drogas? ¿Las venden? Serían armas que nuevamente vuelven al mercado. 


SEÑOR BRUFAU.- El artículo 8 del proyecto de ley remite concretamente a los artículos 62 y 63 del 
Decreto-Ley N* 14.294, en la redacción dada por el artículo 2% de la Ley N* 18.494. Esos artículos 
establecen medidas cautelares en aplicación de un proceso penal para asegurar los bienes sujetos a 
un eventual decomiso. En el inciso final del artículo 62.2 se establece: “La Junta Nacional de Drogas 
podrá requerir al Ministerio Público que solicite la adopción de medidas cautelares sobre los bienes y 
productos del delito que le pudieran ser adjudicados por sentencia”. 


Es decir que podría caber la posibilidad de que estemos hablando de armas de fuego, 
municiones o explosivos acerca de los cuales la Junta Nacional de Drogas solicitaría medidas 
cautelares para luego hacerse con el producido de su venta. Entendemos que no tendría mucho 
sentido que la Junta Nacional de Drogas utilizara esos materiales. O sea que quizás la remisión, sin 
ninguna otra consideración directa a esos artículos, podría dar lugar a que el material incautado 
volviera al mercado para la venta. Esta sería la única manera de que esa institución se beneficiara de 
esas armas incautadas. 


SEÑOR LOZANO.- El artículo 9% nos merece el siguiente comentario. 


¿A qué se refiere cuando expresa “según lo establecido en las normas relativas a dicha 
materia”? ¿Acaso se refiere a las normas específicas del Ministerio del Interior y del Ministerio de 
Defensa Nacional o a normas sobre armas de fuego? ¿Quién determina qué armas de fuego van para 
determinada dependencia cuando ambas podrían estar interesadas en una en particular? Entendemos 
que esto va a originar problemas entre los Ministerios cuando se quiera determinar qué arma se 
asignará a cada uno, por supuesto, en el caso de que ambos puedan utilizar esos materiales. Ya se 
han planteado algunos casos al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Hubo algún conflicto con respecto a este tema? 
SEÑOR LOZANO..- En el recordado caso Feldman se dio un conflicto de este tipo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Y, en ese caso, ¿cuál fue el destino de esas armas? 


SEÑOR LOZANO..- En principio, estuvieron en el Ministerio del Interior. Nosotros elevamos un oficio al 
entonces Juez Especializado en Crimen Organizado, doctor Díaz, quien dispuso que se cumpliera con 
la ley; esto es, que las armas debían ser remitidas al depósito judicial y el único autorizado en el país 
es el del Servicio de Material y Armamento del Ejército Nacional. Así fue como la Policía finalmente 
accedió a entregar las armas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe el dialogado, ¿pero en ese lugar había armas que podían ser 
utilizadas por el Ministerio del Interior o el Ministerio de Defensa Nacional? Además, ¿está clara la 
diferencia entre las armas que se utilizan en el Ministerio de Defensa Nacional y el Ministerio del 
Interior o hay alguna zona gris? 


SEÑOR LOZANO.- Está reglamentado cuáles son armas de guerra y cuáles no. Por lo tanto, habría 
que distinguir entre las armas de guerra y las que no lo son. De todas maneras, la normativa actual 
establece que todas las armas deben ser remitidas al depósito judicial. Durante un período de tres 
años las armas están a disposición de la Justicia, pero si en ese lapso no son debidamente solicitadas 
O la Justicia no determina la entrega de algunas de ellas, estas son destruidas, normalmente, mediante 
su fundición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Aunque las armas se puedan utilizar? 


SEÑOR LOZANO.- Salvo las siguientes excepciones: que pudieran servir para las fuerzas de 
seguridad -las Fuerzas Armadas o la Policía- o que se considere que tienen un valor histórico. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera formular una pregunta que no tiene que ver con el tema que se está 
analizando, pero me surgió una curiosidad. 


En su momento se dijo que en el arsenal de Feldman había armas muy vetustas, aunque 
otras no tanto, pero ¿había armas de guerra y en buen estado para ser utilizadas por las Fuerzas 
Armadas o la Policía? 


SEÑOR LOZANO.- En el arsenal de Feldman encontramos todo tipo de armas, algunas en malas 
condiciones, pero otras modernas y en buen estado. A su vez, había una gran cantidad de municiones 
y explosivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya hay normas que establecen que las armas no se destruyen si tienen 
utilidad para las fuerzas del Ministerio de Defensa Nacional o para la Policía, o si tienen valor histórico. 
Por tanto, a continuación de donde se expresa: “salvo aquellos que pudieran ser utilizados por el 
Ministerio del Interior o por el Ministerio de Defensa Nacional para el cumplimiento de sus funciones,” 
habría que agregar: “o tengan valor histórico”, continuando el artículo: “según lo establecido en las 
normas relativas a dicha materia.” 


Entiendo que la preocupación que tienen sobre este artículo está relacionada con quién 
realiza la definición, es decir, si es el Ministerio del Interior o el Ministerio de Defensa Nacional. Ahora 
bien, ¿quién realiza actualmente esta definición? 


SEÑOR LOZANO..- Hoy define el Servicio de Material y Armamento, es decir, el Ministerio de Defensa 
Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se podría redactar de esa forma porque el objeto no es cambiar 
eso. Por tanto, las que se decomisan se destruyen, tal como se hace hasta ahora. El objeto es destruir 
las armas, salvo que tengan un valor histórico o se puedan usar en la lucha contra el crimen, así como 
también en la defensa del país. 


SEÑOR BRUFAU..- De la expresión: “según lo establecido en las normas relativas a dicha materia”, se 
pueden entender dos significados. Por un lado, la materia relativa al cumplimiento de sus funciones en 
cuanto al tipo de armas que debería tener el Ministerio de Defensa Nacional o el Ministerio del Interior, 
y, por otro, según las normas relativas a las armas de fuego, es decir, cuál es el destino que se les da 
a las que son decomisadas. Esa es la duda que tenemos. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Para mí, tal como surge del artículo 9%, que dice: “según lo establecido en las 
normas relativas a dicha materia”, quien define este aspecto es el Ministerio de Defensa Nacional. En 
consecuencia, habrá que ajustarse a esta disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, les solicitamos que nos envíen una nueva redacción para 
este artículo que  clarifique este aspecto, como también cualquier otra sugerencia que quieran 
proponer. 


SEÑOR LOZANO.- Siguiendo con el análisis del artículo 9%, la norma no establece qué destino se dará 
a los materiales entregados voluntariamente, según el inciso b) del artículo 4* del proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habría que hacer ese agregado, estableciendo que son las decomisadas o 
entregadas por el literal b) del artículo de la presente ley. 


SEÑOR LOZANO.- En cuanto al artículo 10, tenemos para hacer el siguiente comentario. Para evitar 
un cambio de competencias en medio de las indagatorias, se sugiere que ambos delitos sean 
competencia de los Juzgados del Crimen Organizado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al respecto, se nos ha planteado que si cada arma decomisada pasa a estos 
Juzgados, terminarían siendo inoperantes, por eso se planteó ese tipo de redacción. Obviamente, 
cuando actúan hay cambio de competencia y se generan los problemas que usted advierte, pero ante 
dos inconvenientes, se prefiere optar por el que produce el mal menor. De todas maneras, el planteo 
que se ha realizado queda registrado en la versión taquigráfica para ser analizado por los miembros de 
la Comisión. 


SEÑOR LOZANO.- Estos son los comentarios que teníamos para hacer acerca del proyecto de ley a 
estudio y quedamos a las órdenes para responder cualquier consulta. 


SEÑOR MOREIRA.- Hoy estuvimos hablando con los tiradores deportivos y con los coleccionistas de 
armas y les pregunté acerca del tiempo que normalmente insume el proceso por el cual se otorga el 
título de habilitación y la guía de posesión. Posteriormente, ellos hicieron una estimación de las armas 
no registradas, situándola en forma un poco arbitraria en 150.000, pero ustedes dicen que es 
imposible estimarla. En función de lo que se planteó, hicieron un cálculo de tiempo teniendo en cuenta 
la duración de los procesos del título de habilitación y la guía de posesión. Me gustaría saber qué 
capacidad de respuesta tiene el Servicio de Material y Armamento para hacer frente a una demanda 
que, evidentemente, se va a acrecentar, teniendo en cuenta el plazo de seis meses que se plantea en 
el proyecto de ley para realizar la regularización y legalización de las armas. Me gustaría saber, según 
su criterio, cuál sería el plazo prudencial -aunque es difícil realizar esta estimación- y qué opinión les 
merece el plazo de seis meses. 


SEÑOR LOZANO.- De hecho, se ha dado que son muchos más los interesados en registrar. De todos 
modos, esa respuesta se la dejo al Jefe de la División. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Desde que se puso en conocimiento público este proyecto de ley, la población ha 
registrado mucho más armas de las que se han hablado en esta reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Sin que estuviera aprobado el proyecto de ley? 


SEÑOR MENDEZ.- Sí, sin que estuviera aprobada la ley. Incluso, hemos ido al interior a realizar 
registros de armas móviles y se ha dado el caso de muchas personas que han registrado armas 
antirreglamentarias. Si las armas son ilegales, automáticamente son incautadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué ocurre cuando alguien trae un arma ilegal? 
SEÑOR MÉNDEZ.- Se la incauta pero, además, se inicia un procedimiento judicial. 


Como señalé anteriormente, hemos constatado este incremento de registros y se ha resuelto de 
buena forma. 


El Registro Nacional de Armas tiene muchas obligaciones, no solamente expedir la Guía. A 
veces demoramos quince o veinte días, pero en el caso de que esta ley se apruebe y que el plazo sea 
de seis meses, no tenemos inconveniente en cumplirlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pregunto si sería bueno que el Poder Ejecutivo pudiera prorrogar el plazo de 
seis meses en función de lo que suceda, para no tener que hacer una ley adicional. De repente, no 
se necesitan otros seis meses, sino dos meses más. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Pienso que sería mejor esa opción que usted plantea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. Porque si decimos un año, alguien podría decir que ese plazo 
no, que sería mejor dos. Pero si establecemos un período de seis meses, de pronto se podrían agregar 
dos meses. 


SEÑOR MÉNDEZ.- De acuerdo, señor Presidente. 


SEÑOR DA ROSA.- A la luz de la experiencia de los directores y jerarcas del Servicio de Material y 
Armamento del Ejército -no pretendemos que nos den una opinión sobre si está bien o mal lo relativo a 
materiales relacionados-, cuando en la norma se habla y se establece la tipificación del delito en la 
denominación de los delitos que se crean tanto por “Tráfico internacional de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados”, como en el de “Tráfico interno, uso y 
fabricación ilegal de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados”, quisiera 
saber qué tipo de materiales relacionados se incautan o ustedes procesan cuando intervienen en 
situaciones de armas antirreglamentarias. Reitero, quisiera saberlo en función de una experiencia 


general, que justifique o no, eventualmente, la previsión en una norma de la expresión “materiales 
relacionados”. 


SEÑOR LOZANO.- Los materiales relacionados pueden ser los proyectiles y las puntas, que no son la 
munición completa, pero es una parte. También pueden ser máquinas para realizar algún tipo de 
recarga o accesorios de voladura de explosivos, o sea, detonadores, mechas y cordón detonante. Una 
cosa es el explosivo y otra, el iniciador. Esos son los “otros materiales relacionados”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, Coronel. Se hacía insistencia en el hecho de que, a partir de incluir 
en la ley la expresión “otros materiales relacionados”, podría interpretarse que también estarían 
incluidas, por ejemplo, las cananas. Entonces, tal vez allí podría incluirse algún término -el abogado 
podría ayudarnos en la redacción- que identifique esos aspectos que modifican las armas y las 
municiones, y no dejar una redacción tan amplia. Digo esto porque después de la aprobación de la ley 
se crea una norma penal en este sentido y tal vez, por culpa de una canana, alguien va dos años 
preso. Después, modificar la ley sería algo muy complicado. 


SEÑOR BRUFAU.- No, no va a ser así porque existe la Ley N* 17.300 aprobada por la Convención 
Interamericana, Cifta, que define los otros materiales relacionados y habla de cualquier componente, 
parte o repuesto de un arma de fuego o accesorio que pueda ser acoplado a un arma de fuego. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizá deberíamos hacer la referencia legal en la primera mención. 
SEÑOR MOREIRA.- ¿Es un tratado? 


SEÑOR BRUFAU.- Se trata de Cifta, Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico 
llícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros Materiales Relacionados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizá deberíamos hacer la referencia legal en la primera mención, y con eso 
evitamos errores. 


La preocupación que tenemos radica en que el Ministerio del Interior detiene personas -en 
ocasiones menores, en otras mayores- que portan armas y entiende que la normativa legal no alcanza 
para actuar y no podemos perder de vista el tema de la seguridad. 


Nos estaríamos reuniendo nuevamente el próximo martes para tratar el tema del matrimonio 
igualitario, para lo cual recibiremos a los señores juristas. A su vez, en torno a este tema que hemos 
tratado vamos a repartir un comparativo con la propuesta de los coleccionistas y alguna sugerencia 
que nos puedan hacer llegar -y surjan de la versión taquigráfica artículo por artículo- los integrantes del 
Servicio de Material y Armamento. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 50 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


